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PETICIÓN 1447-05

ADMISIBILIDAD

OMAR DE JESÚS LEZCANO LEZCANO, ÁNGEL JOSÉ LEZCANO VARGAS Y OTROS
COLOMBIA

20 de marzo de 2012

I. RESUMEN

1. El 15 de diciembre de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Iván Darío Arroyave Vásquez (en adelante “el peticionario”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado” o “el Estado colombiano”) por la muerte de Omar de Jesús Lezcano Lezcano y Ángel José Lezcano Vargas (en adelante “las presuntas víctimas” o “los señores Lezcano”), ocurrida el 18 de mayo de 1997 en el Departamento de Antioquia; así como la falta de esclarecimiento judicial de los hechos y de reparación para sus familiares. 
2. El peticionario sostiene que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida y a la integridad personal de los señores Lezcano y por la violación de los derechos a las garantías y protección judicial de sus  familiares, en concordancia con la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”).  Por su parte, el Estado alega la ausencia de responsabilidad internacional puesto que instancias internas habrían determinado que los hechos no fueron cometidos por agentes del Estado o con la aquiescencia de éstos.  Sostiene que el reclamo planteado no expone hechos que caractericen violaciones a los derechos consagrados en la Convención y que la CIDH no puede actuar como un tribunal de alzada. 

3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana. Asimismo, decidió notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en el informe anual.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 15 de diciembre de 2005, la Comisión recibió la petición y la registró bajo el número 1447-05. El 25 de abril de 2006, la Comisión solicitó al peticionario remitir información adicional. La respuesta del peticionario fue recibida el 28 de abril de 2006. 
5. Tras efectuar un análisis preliminar, el 2 de noviembre de 2009 la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado para sus observaciones.  El 7 de enero de 2010 el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada.  El 12 de febrero de 2010 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  El peticionario presentó su respuesta el 4 de marzo de 2010, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 16 de abril de 2010, el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para su conocimiento. 
III. POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición del peticionario

6. El peticionario indica que los hechos ocurrieron en la Cantina Villanueva, ubicada en la Vereda Los Sauces del Municipio Caicedo, Departamento de Antioquia, Colombia.  Sostiene que en horas de la noche del 18 de mayo de 1997, sujetos armados habrían disparado en contra de Omar de Jesús Lezcano Lezcano y Ángel José Lezcano Vargas, causándoles la muerte.  
7. El peticionario alega que para la fecha en que ocurrieron los hechos operaba en la zona un “grupo militar de exterminio”.  Sostiene que, si bien no se habría logrado la plena identificación de los presuntos responsables, a través del material probatorio disponible sería posible determinar que: i) había presencia de la Fuerza Pública en la zona para la época en que ocurrieron los hechos; ii) las personas que causaron la muerte de las presuntas víctimas portaban armamento y vestimenta de uso exclusivo del Ejército Nacional; y iii) estas personas se habrían trasladado en vehículos propiedad de la municipalidad de Caicedo
. 
8. El peticionario transcribe extractos de las declaraciones recabadas por las autoridades internas, de personas que habrían presenciado los hechos y otras que se encontraban en la zona para el momento en que éstos habrían ocurrido. Indica que en estos testimonios se habría identificado a los sujetos armados como funcionarios militares, quienes habrían disparado a las presuntas víctimas con “armas y municiones de dotación oficial”. Así por ejemplo, refiere que una de las personas que habría presenciado los hechos indicó lo siguiente:
[L]o que yo sé es que se subió un grupo del ejército y los asesinó, yo estaba presente en el momento, Omar y Ángel José subía de acá del pueblo y el ejército bajaba, le dijeron a Ángel José que les prestara el caballo, Ángel les dijo que él no podía y entonces uno de ellos se ofuscó y les disparó a los dos, varias personas de la vereda reconocieron que era ejército porque ya habían estado acá en el municipio como miembros del ejército Nacional y con un grupo de soldados.  El ejército traía un ganado decomisado de esos mismos lados de una vereda que se llama la milagrosa, después de que mataron a Omar y a Ángel José un superior se llevó al agresor lo regañó y se lo llevó
. 

9. En ese sentido, sostiene que hubo participación de miembros del Ejército y que, aún si se tratara de la actuación de terceros, sería posible atribuir responsabilidad al Estado ya que éstos habrían actuado “en connivencia, colaboración y ayuda” de la Fuerza Pública.  Agrega que el Estado ha “patrocinado la creación y funcionamiento de grupos de autodefensa o paramilitares”, por lo que le resultarían imputables, por acción u omisión, las acciones realizadas por estos grupos al haber creado una situación de riesgo y no tomar medidas efectivas para prevenir que dicho riesgo se materializara.

10. Adicionalmente, el peticionario refiere a los procesos iniciados a nivel interno. Por una parte, indica que en relación al esclarecimiento de los hechos, se habría iniciado una investigación en la jurisdicción penal ordinaria la cual se habría suspendido provisionalmente el 15 de diciembre de 2000 (debido a la falta de elementos probatorios en la investigación y aunque en la misma no se habrían realizado pruebas relacionadas con la presunta participación de funcionarios del Ejército).  Al respecto, alega que las autoridades no habrían actuado con debida diligencia para lograr la identificación, juzgamiento y eventual sanción a los responsables y los hechos se mantendrían en impunidad.  En consecuencia, sostiene que el Estado falló no solamente en su deber de prevenir las violaciones alegadas con debida diligencia, sino además en tratarlas en los términos requeridos por la Convención.
11. Por otra parte señala que el 18 de mayo de 1999, los familiares de las presuntas víctimas interpusieron una acción de reparación directa en contra de la Nación-Ministerio de Defensa
.  En el marco de dicho proceso, el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia habría determinado que no se había probado la responsabilidad del Estado, por lo que las pretensiones de la demanda fueron desestimadas el 7 de abril de 2005
. 
12. Alega que con esta decisión se eximió de responsabilidad al Estado basado en que no se logró la individualización de los responsables, aún cuando se habría acreditado la vinculación entre presuntos funcionaros militares y los hechos ocurridos, requisito que era el extremo necesario para hacer lugar a las pretensiones de la demanda.  Agrega que esta decisión no pudo ser impugnada ya que para este tipo de procesos se prevé una única instancia por razones de cuantía, lo cual constituiría una afectación a la garantía de protección judicial. 
13. En relación con el agotamiento de los recursos internos, sostiene que resultan aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.2 de la Convención.  En relación a la investigación en la vía penal, alega que ésta no habría resultado un mecanismo efectivo para lograr el esclarecimiento judicial de los hechos.  En cuanto al proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa, indica que dado que la decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia carecía de recursos ordinarios o extraordinarios para ser impugnada, esta vía quedó agotada mediante la decisión de 7 de abril de 2005.  No obstante alega que, conforme al criterio sostenido por la CIDH en otras decisiones, por la naturaleza misma de este tipo de recursos, ésta no sería la vía idónea para esclarecer, en los términos de la Convención, hechos como los del presente caso. 
14. Finalmente, indica que al momento de su muerte las presuntas víctimas eran agricultores y aportaban económicamente en el sustento de sus familiares.  Sostiene que para el momento en que Omar de Jesús Lezcano Lezcano falleció, éste tenía 18 años de edad y vivía con su madre y hermanas.  En relación con Ángel José Lezcano Vargas, indica que vivía con su esposa y tres hijos de esa unión.  Alega que la muerte de las presuntas víctimas habría causado “profundo dolor y sufrimiento” a sus familiares.

B. Posición del Estado

15. El Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible dado que no expone hechos que tiendan a caracterizar una violación de derechos contenidos en la Convención Americana y que, en virtud del carácter subsidiario del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), la Comisión no podría actuar como un tribunal de alzada. 

16. Indica que no ha sido demostrada la participación de agentes estatales en la muerte de los señores Lezcano, ni tampoco que los perpetradores hayan actuado bajo la supervisión, tutela, tolerancia o aquiescencia de miembros del Ejército Nacional.  Agrega que el marco fáctico al que debe sujetarse el análisis del presente caso debe ser únicamente la muerte de Omar de Jesús Lezcano Lezcano y Ángel José Lezcano Vargas, el 18 de mayo de 1997.  En ese sentido, alega que los hechos y prueba aportados por el peticionario refieren a asuntos que no guardan relación con la petición.  
17. El Estado alega que para atribuirle responsabilidad indirecta por hechos cometidos por particulares se debe demostrar que tenía conocimiento de un riesgo y no actuó de manera efectiva para evitarlo
.  Señala que en este caso se trata de la ocurrencia de un hecho “imprevisto” y que el Estado no tuvo “posibilidades razonables de evitarlo”.  En cuanto al alegato del peticionario sobre la responsabilidad estatal en la “creación y funcionamiento de grupos de autodefensa o paramilitares”, sostiene que ésta no es la etapa procesal para discutir sobre el asunto, sino que corresponde a un análisis de fondo. 
18. En relación con la investigación de los hechos, sostiene que las autoridades que se avocaron al conocimiento del asunto actuaron de forma oficiosa y con la debida diligencia.  Indica que al día siguiente de ocurridos los hechos se inició una investigación en la jurisdicción penal ordinaria y, en el marco de dicha investigación, las autoridades competentes habrían ordenado y practicado diversas diligencias.  Agrega que en el curso de la investigación las autoridades no manejaron la hipótesis de una presunta vinculación de los responsables con miembros de las Fuerzas Armadas y señala que la decisión de suspensión provisional de la investigación tuvo en cuenta las diferentes pruebas recabadas en el curso de la investigación y contó con una debida motivación y fundamentación.  
19. Sostiene que si bien no se practicaron ciertas pruebas mencionadas por el peticionario ni se logró la individualización de los responsables, no significa que el Estado haya faltado a su deber de investigar, teniendo en cuenta que esta obligación es de medio y no de resultado.  En ese sentido refiere a la importancia de considerar la complejidad de la investigación, teniendo en cuenta “las mismas características de la zona debido a la situación de orden público imperante para la fecha de ocurrencia de los hechos”. 

20. Por otra parte, el Estado señala que la acción de reparación directa presentada por los familiares de las presuntas víctimas devino en la decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, a través de la cual se exoneró de responsabilidad al Estado dado que no se logró establecer un “nexo causal” entre los hechos planteados en la demanda y la presunta participación de agentes estatales.  Sostiene que esta decisión no puede ser descalificada como acto jurisdiccional ya que: i) el recurso ejercido fue examinado y se obtuvo una decisión de fondo; ii) la decisión contó con una debida motivación fundamentada en el ordenamiento jurídico colombiano; y iii) no se ha planteado que exista una política del Estado que impida el agotamiento de los recursos ante la jurisdicción administrativa, lo que en todo caso quedaría desvirtuado por el hecho de que éstos fueron efectivamente agotados y oportunamente decididos.  
21. En cuanto al alegato sobre la falta de recursos para impugnar la decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, en razón de la cuantía de la misma y por aplicación de la Ley 954 de 2005, el Estado indica que este asunto ya fue resuelto por la Corte Constitucional de Colombia quien declaró que la excepción a la garantía de la doble instancia prevista para este tipo de procesos cumple con los requisitos desarrollados a la luz de lo establecido en la Constitución Política
.  Sostiene que el derecho consagrado en el artículo 8.2.h) de la Convención, está referido a los procesos penales, por lo que no se establece esa condición para otras áreas del derecho
. 

22. En suma, el Estado sostiene que la pretensión del peticionario para que la CIDH revise la procedencia de una acción de reparación que ya fue fallada por las instancias nacionales con el respeto al debido proceso y las debidas garantías; así como la alegada violación a la garantía de la doble instancia que ya fue analizada por la Corte Constitucional; llevaría a la Comisión a actuar como una cuarta instancia.  Por las razones expuestas, el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad de la petición por no cumplir con el requisito establecido en el artículo 47.b) de la Convención. 
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión 

23. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias a favor de las presuntas víctimas.  En lo concerniente al Estado, Colombia es un Estado parte de la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

24. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci, por cuanto las violaciones alegadas habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado y tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian presuntas violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición

1.
Agotamiento de los recursos internos 

25. El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

26. En el asunto bajo estudio el peticionario alega que los mecanismos en el orden interno habrían sido insuficientes para investigar, juzgar, sancionar y reparar las consecuencias de las presuntas violaciones cometidas.  Sostiene que el recurso para lograr una reparación económica por daños y perjuicios fue agotado a través de la decisión de la jurisdicción contencioso administrativa que desestimó las pretensiones planteadas en la acción de reparación directa.  Respecto de la investigación penal, alega la falta de debida diligencia de las autoridades para identificar a los presuntos responsables de los hechos ocurridos, teniendo en cuenta que se decretó la suspensión provisional de la investigación en el año 2000.  El Estado, por su parte, alega que la decisión de suspensión provisional de la investigación penal fue debidamente motivada.  Respecto de la decisión en la jurisdicción contencioso administrativa alega que la CIDH no podría actuar como un tribunal de alzada para revisar la procedencia de la acción de reparación o la presunta violación de la garantía de la doble instancia que ya ha sido analizada por los órganos jurisdiccionales internos. 
27. En primer término, corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso.  La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que
la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.

28. Los precedentes establecidos por la Comisión reconocen que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La CIDH considera que los hechos alegados en el presente caso involucran la presunta vulneración de derechos fundamentales como la vida, que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio y que por lo tanto es este proceso, impulsado por el Estado mismo, el que debe ser considerado a los efectos de determinar la admisibilidad del reclamo.
29. Al respecto, la CIDH ha establecido que como regla general, una investigación penal debe realizarse prontamente para proteger los intereses de las víctimas, preservar la prueba e incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investigación sea considerada sospechosa
.  Por su parte, la Corte Interamericana ha señalado que si bien toda investigación penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se detenga o se demore hasta la inutilidad
.  Según ha establecido la Corte, para que un recurso pueda ser considerado como efectivo debe ser capaz de producir el resultado para el cual fue concebido
.

30. En cuanto a los otros recursos a los cuales hace referencia el Estado en sustento de su alegato sobre la utilización de la CIDH como un tribunal de alzada, la Comisión ha sostenido anteriormente que la jurisdicción contencioso administrativa es un mecanismo que procura la supervisión de la actividad administrativa del Estado y que únicamente permite obtener una indemnización por daños y perjuicios causados por abuso de autoridad.  Consecuentemente, en un caso como el presente, no es el recurso idóneo a los efectos de los requerimientos de admisibilidad, porque no constituye una vía suficiente para juzgar, sancionar y reparar las consecuencias de violaciones a los derechos humanos.  
31. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  

32. En el presente caso, tras los hechos del 18 de mayo de 1997 fue iniciada una investigación en la jurisdicción penal ordinaria.  Ésta fue suspendida provisionalmente el 15 de diciembre de 2000.  La Comisión nota que, transcurridos más de catorce años, el proceso penal se encuentra en la etapa preliminar sin que el Estado haya informado de nuevas acciones destinadas a recabar elementos que permitan la reapertura del proceso.  En consecuencia es procedente la aplicación de la excepción prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana. 

2.
Plazo para presentar una petición ante la Comisión 

33. La Convención establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.c de la Convención.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

34. En el presente caso, la petición fue recibida el 15 de diciembre de 2005 y los hechos materia de la petición ocurrieron el 18 de mayo de 1997 y sus efectos en términos de la alegada falta de resultados de la administración de justicia se extenderían hasta el presente.  La investigación penal se encuentra suspendida desde el 15 de diciembre de 2000, y la acción de reparación directa fue desestimada en abril de 2005.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del caso, así como el hecho de que aún no se habría identificado y sancionado a los responsables de los hechos, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada 

35. El expediente no contiene información que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la CIDH.  Por lo tanto, ésta concluye que no son aplicables las excepciones previstas en los artículos 46.1.d) y 47.d) de la Convención.
4.
Caracterización de los hechos alegados 

36. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que las alegaciones del peticionario sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de los hechos materia del reclamo, podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida en perjuicio de Omar de Jesús Lezcano Lezcano y Ángel José Lezcano Vargas, y a la integridad personal, las garantías judiciales y la protección judicial en perjuicio de sus familiares, respectivamente contenidos en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención en concordancia con su artículo 1.1.  Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b. y c. de la Convención.
37. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la Comisión exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la CIDH, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  En el presente caso, la Comisión observa que los alegatos expuestos en relación a la aplicación de la Ley 954 de 2005 (que habría establecido una instancia única por consideraciones de cuantía al proceso de reparación directa), requiere de un análisis de fondo, dado que plantean cuestiones relacionadas con el alcance de la obligación contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con las garantías del artículo 8 del mismo instrumento
.
V.
CONCLUSIONES

38. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8 y 25, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención.  

39. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 4, 5, 8 y 25, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� Como sustento de su alegato, el peticionario transcribe entre otras, una de las declaraciones recabadas en los procesos iniciados a nivel interno, por parte del señor Elkin de Jesús Restrepo Serna, quien era el Alcalde del Municipio Caicedo para el momento en que ocurrieron los hechos.


� Declaración de Adrián Marino Holguín. Citada en la petición inicial de 15 de diciembre de 2005, pág. 7.


� La petición indica que dentro de este proceso de acción por reparación directa, la señora Rosa Antonia Vargas, madre de Ángel José Lezcano Vargas, se constituyó como demandante; sin embargo, para la fecha de presentación del caso ante la CIDH, la señora Rosa Antonia había fallecido. 


� El peticionario indica que la decisión fue notificada por auto de 14 de junio de 2005, y quedó ejecutoriada el 21 de junio del mismo año.


� En sustento de su alegato el Estado cita: Corte I.D.H., Caso Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 159, párr. 123 y ss. (Nota DDH.GOI. No. 1678/0264 del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia de 05 de febrero de 2010, pág. 6). 


� En este sentido, el Estado indica que la Corte Constitucional en su sentencia C-509 de 6 de julio de 2006 estableció que “existen ciertos criterios que deben ser respetados por el legislador para que su decisión de someter un procedimiento o acto procesal determinado a trámite de única instancia no riña con la Constitución, a saber: i) que la exclusión de la doble instancia debe ser excepcional; ii) que existan recursos, acciones u oportunidades procesales que garanticen adecuadamente el derecho de defensa y el derecho de acceso a la administración de justicia de quienes se ven afectados por lo actuado o por lo decidido en procesos de única instancia; iii) que la exclusión de la doble instancia debe propender por el logro de una finalidad constitucionalmente legítima; iv) que la exclusión no puede dar lugar a discriminación”.  Citado en Nota DDH.GOI. No. 1678/0264 del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia de 05 de febrero de 2010, pág. 12.


� En sustento de su alegato el Estado cita: CIDH. Informe de inadmisibilidad No. 43/04, petición 306/99. Yamileth Rojas Piedra (Costa Rica). 13 de octubre de 2004, párr. 65. 


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 64.


� Informe Nº 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Nicaragua,  Informe Anual de la CIDH 1997, párrafos 96 y 97.  Ver también: Informe N° 55/97, Caso 11.137, Juan Carlos Abella, Argentina, párrafo 392. Informe N( 62/00, Caso 11.727, Hernando Osorio Correa, Colombia, párr. 24. Informe Anual de la CIDH 2000. 


� CIDH, Informe Nº 71/09, Petición 858-06, Masacre de Belén - Altavista, Colombia, 5 de agosto de 2009, �párr. 36.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr. 93.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 66.


� CIDH, Informe Nº 71/09, Petición 858-06, Masacre de Belén - Altavista, Colombia, 5 de agosto de 2009, �párr. 44.
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